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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de mayo de 2022. 

La parte apelante, Mapfre Praico Insurance Company (Mapfre) instó 

los presentes recursos de apelación el 9 de marzo de 2022, y el 1 de abril 

de 2022, respectivamente1. Mediante el recurso núm. KLAN202200156, 

Mapfre solicitó que revocásemos la Sentencia Parcial emitida y notificada 

el 8 de febrero de 2022, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior 

de Carolina. Por su parte, en el recurso núm. KLAN202200233, Mapfre 

 
1 Este Tribunal ordenó la consolidación del caso núm. KLAN202200156 con el caso núm. 
KLAN202200233 mediante la Resolución emitida el 6 de abril de 2022.  
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recurrió de la Sentencia Parcial emitida y notificada el 10 de febrero de 

2022, por la misma sala del foro primario.  

De entrada, debemos subrayar que los recursos instados no 

constituyen una apelación, sino un recurso discrecional de certiorari. Ello, 

pues los dictámenes que se pretenden revisar en ambos recursos 

resuelven incidentes dentro del litigio y no una controversia aparte en sus 

méritos2.  

Evaluado el recurso núm. KLAN202200156, así como la oposición 

de la parte recurrida3, este Tribunal deniega la expedición del auto de 

certiorari. Por su parte, en lo que respecta al recurso núm. 

KLAN202200233, se expide el auto y se confirma la determinación del foro 

primario. Nos explicamos.  

I 

 El 17 de septiembre de 2019, la parte apelada4 instó una demanda 

mediante la cual reclamó contra su aseguradora Mapfre, aquí apelante5.  

Conforme a las alegaciones de la demanda, el Consejo de Titulares del 

Condominio Vizcaya (Consejo) suscribió un contrato de seguro con Mapfre. 

La póliza cubría todo riesgo de pérdida física o de daños. A su vez, incluía 

aquellos daños provocados por huracanes6.  

 El 20 de septiembre de 2017, vigente la póliza, Puerto Rico sufrió el 

embate del huracán María. Como consecuencia, el complejo de viviendas 

 
2 El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha aclarado que una resolución es un dictamen 
que pone fin a un incidente en un proceso judicial, respecto al procedimiento o a los 
derechos y las obligaciones de algún litigante o en cuanto a algún aspecto de la 
reclamación o reclamaciones que se están dilucidando en el proceso. Torres Martínez v. 
Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 96 (2008). Las resoluciones, distinto a una sentencia, son 
revisables mediante certiorari. Íd. El Tribunal Supremo también ha resuelto reiteradamente 
que, si un tribunal dicta una resolución, pero esta verdaderamente pone fin a todas las 
controversias entre las partes, constituye una sentencia final de la cual puede interponerse 
un recurso de apelación. U.S. Fire Ins. Co. v. Autoridad de Energía Eléctrica, 151 DPR 
962, 967 (2000). Adelantamos que esta no es la situación ante nuestra consideración, 
pues el foro primario no dio estricto cumplimiento a lo dispuesto en la Regla 42.3 de las 
de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.3, sobre sentencias parciales. 
 
3 La oposición presentada por el Consejo de Titulares del Condominio Vizcaya se acoge 
como una oposición a ambos recursos debido a que atiende ambos.  
 
4 El Condominio Vizcaya ubica en la Calle 535 #200, Ave. Campo Rico Final, en el 
municipio de Carolina.  
 
5 Véase, apéndice del recurso núm.KLAN202200156, a las págs. 1-13. 
  
6 El número de la póliza era el 54-CP-200006030-1.   
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que compone el Condominio Vizcaya sufrió pérdidas significativas. Luego 

del proceso de inspección para estimar los daños sufridos, Mapfre 

determinó el ajuste total de la reclamación en $11,504.00. Posteriormente, 

a raíz de que Vizcaya rechazara la oferta, Mapfre emitió un ajuste revisado 

por la cuantía de $825,413.73. En respuesta, el Consejo reclamó que los 

daños estimados por su ajustador ascendían a no menos de 

$5,564,007.00.   

 Luego de varios trámites procesales, el 4 de noviembre de 2021, el 

Consejo presentó una Moción de sentencia sumaria parcial. Allí sostuvo 

que, al emitir la oferta de pago, Mapfre había admitido la deuda de 

$825,413.73, por lo cual no existía controversia en cuanto a esta suma. Así 

pues, solicitó al Tribunal de Primera Instancia que emitiera una sentencia 

sumaria parcial para ordenarle a Mapfre el pago inmediato. Ello, pues se 

trataba de una suma líquida y exigible.  

 Por su parte, el 14 de diciembre de 2021, en oposición, Mapfre adujo 

que no procedía el pago parcial solicitado debido a que existía una 

controversia sustancial sobre su procedencia y sobre los daños sufridos7.  

 El 8 de febrero de 2022, notificada en esa fecha, el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Carolina, emitió una Sentencia 

Parcial8. Mediante el referido dictamen, el foro primario declaró con lugar 

la solicitud de sentencia sumaria parcial presentada por el Consejo. Por 

consiguiente, le ordenó a Mapfre emitir un pago por la cantidad de 

$825,413.73, correspondiente a su propio ajuste final de la reclamación.  

 Inconforme, el 9 de marzo de 2022, Mapfre instó el presente recurso 

de apelación – acogido como auto de certiorari – y señaló la comisión de 

los siguientes errores:  

Erró como cuestión de derecho el T[ribunal de] P[rimera] 
I[nstancia] al ordenar que se pagara a Condominio Vizcaya la 
suma del ajuste emitido previo al litigio, el cual fue rechazado 
por la parte demandante.  
  

 
7 Véase, apéndice del recurso núm. KLAN202200156, a las págs. 894-911.  
 
8 Véase, apéndice del recurso núm. KLAN202200156, a las págs. 912-920.  
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Erró el T[ribunal de] P[rimera] I[nstancia] al resolver que 
procedía el pago parcial inmediato de la cantidad del ajuste 
emitido previo al litigio a Condominio Vizcaya, a base de lo 
resuelto en varios casos del Tribunal de Apelaciones que se 
fundamentan en una interpretación equivocada de la decisión 
de Carpets & Rugs v. Tropical Reps., 175 DPR 615 (2009).  
 
Erró el T[ribunal de] P[rimera] I[nstancia] al dictar la Sentencia 
Parcial apelada en la cual declara con lugar una solicitud de 
Sentencia Parcial improcedente, puesto que el remedio que 
se solicitaba en la misma no iba dirigido a la disposición de 
una causa de acción, reclamación o parte de la demanda 
según lo requiere la Regla 36.3(A)(3) de Procedimiento Civil, 
32 LPRA Ap. V., R. 36.3 (A)(3); y por ser contraria a lo 
dispuesto en la Regla 42.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 
Ap. V. R. 42.3, que define el término sentencia parcial.  
 

 En lo pertinente al recurso núm. KLAN202200233, el 17 de abril de 

2020, el Consejo solicitó que se refiriera la controversia sobre la valoración 

de los daños al procedimiento de evaluación o appraisal establecido por la 

Ley 242 de 27 de noviembre de 2018 (Ley 242-2018) para la pronta 

resolución del caso9. El Consejo solicitó, además, la paralización de los 

procedimientos mientras se llevaba a cabo la valorización.   

 Por su parte, el 6 de julio de 2020, Mapfre presentó su oposición. 

Mediante ella, arguyó que el caso no había cumplido con los requisitos 

necesarios para el proceso de appraisal, toda vez que la Ley 242-2018 

había sido aprobada después del perfeccionamiento y el vencimiento de la 

póliza. Precisó que la ley en cuestión no tenía efecto retroactivo y, por ello, 

su aplicación resultaría inconstitucional. A su vez, reclamó que constituiría 

un menoscabo de la relación contractual entre Mapfre y el condominio 

asegurado.  

 El 10 de febrero de 2022, el Tribunal de Primera Instancia celebró 

una vista argumentativa y emitió, notificada en la misma fecha, una 

Sentencia Sumaria Parcial en la cual declaró con lugar la solicitud del 

Consejo de Titulares. Así pues, refirió la controversia sobre los daños al 

proceso de appraisal por virtud de la Ley 242-2018. Conforme a ello, 

ordenó la paralización de los procedimientos mientras culminaba el 

proceso.  

 
9 Véase, apéndice del recurso núm. KLAN202200233, a las págs. 18-37. 
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 En desacuerdo, el 1 de abril de 2022, Mapfre instó el presente 

recurso de apelación – acogido como auto de certiorari – y señaló la 

comisión del siguiente error: 

Erró el honorable Tribunal de Primera Instancia, al aplicar de 
forma retroactiva la Ley 242-2018 cuando dicho proceso fue 
expresamente excluido por las partes en el contrato de 
seguro y cuando tal aplicación menoscaba las obligaciones 
contractuales[,] lo cual está proscrito por nuestra Constitución 
y la de los Estados Unidos. 
 

 La parte apelada presentó oportunamente su oposición a ambos 

recursos. Así pues, evaluados los argumentos de las partes, resolvemos.   

 II 

A 

Distinto al recurso de apelación, el tribunal al que se recurre 

mediante certiorari tiene discreción para atender el asunto planteado, ya 

sea expidiendo el auto o denegándolo. Véase, Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); García v. Padró, 165 DPR 324, 

334 (2005). Así, pues, el certiorari se ha definido como un recurso 

extraordinario cuya característica se asienta en “la discreción 

encomendada al tribunal revisor para autorizar su expedición y adjudicar 

sus méritos.” IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012). 

Claro está, la discreción para entender en el recurso de certiorari no 

se ejerce en el vacío. A esos efectos, la Regla 40 del Reglamento de este 

Tribunal establece los criterios que debemos considerar al momento de 

ejercer nuestra facultad discrecional; a decir:   

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.     
           
B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.           
  
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.             
  
D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.           
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E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.         
        
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.     
  
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  

 
4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  

 
Cual reiterado, este Tribunal no habrá de intervenir con el ejercicio 

de la discreción del Tribunal de Primera Instancia, salvo en “un craso abuso 

de discreción o que el tribunal [haya actuado] con prejuicio y parcialidad, o 

que se [haya equivocado] en la interpretación o aplicación de cualquier 

norma procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa 

etapa evitará un perjuicio sustancial.” Lluch v. España Service, 117 DPR 

729, 745 (1986). Lo anterior le impone a este Tribunal la obligación de 

ejercer prudentemente su juicio al intervenir con el discernimiento del foro 

de primera instancia. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 

(2008). 

B 

 La determinación de la retroactividad de una ley en nuestro 

ordenamiento se rige por las normas de hermenéutica dispuestas en 

nuestro Código Civil10. Véase, Arts. 3 y 14 del Código Civil de Puerto Rico, 

31 LPRA secs. 3 y 14.  

 A tales efectos, el Art. 3 del Código Civil de Puerto Rico, dispone 

que: “[l]as leyes no tendrán efecto retroactivo, si no dispusieran 

expresamente lo contrario. En ningún caso podrá el efecto retroactivo de 

una ley perjudicar los derechos adquiridos al amparo de una legislación 

anterior.” 31 LPRA sec. 3. 

 No obstante, en ocasiones excepcionales, se justifica la 

retroactividad de una norma cuando surja que tal era la intención legislativa, 

ya sea de forma expresa o tácita. Consejo de Titulares del Condominio 

 
10 A pesar de que el Código Civil de Puerto Rico, Ed. 1930, fue derogado efectivo el 28 de 
noviembre de 2020, por el Código Civil de Puerto Rico de 2020, Ley Núm. 55 de 1 de junio 
de 2020, a la controversia de autos le aplica el derogado Código Civil, pues los hechos se 
suscitaron durante la vigencia de este.  
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Balcones de San Juan v. Mapfre Praico Insurance Company, op. de 3 de 

febrero de 2022, 2022 TSPR 15, a la pág. 5.  

Cónsono a ello, para la evaluación de la intención verdadera de la 

Asamblea Legislativa, se debe recurrir a un análisis de la exposición de 

motivos que “generalmente recoge el propósito que inspiró la creación de 

la ley”. Íd.  

En lo aquí relevante, la Ley Núm. 242-2018 se aprobó con el 

propósito de enmendar los Arts. 11.150, 11.190 y para añadir un nuevo Art. 

9.301 al Código de Seguros de Puerto Rico, Ley Núm. 77 de 1957 (Código 

de Seguros). En su exposición de motivos, la Asamblea Legislativa resaltó 

lo siguiente: “Dado a su rol preminente en la recuperación y reconstrucción, 

resulta vital que las compañías de seguro mejoren su respuesta ante 

situaciones como la que vivimos”. Ello, en referencia a la respuesta de las 

compañías aseguradoras ante el desastre provocado por los huracanes 

Irma y María.  

En particular, expresa que una de las inquietudes que se pretende 

atender mediante esta pieza legislativa es la dilación en el pago de las 

reclamaciones producto de las discrepancias entre la parte aseguradora y 

la parte asegurada sobre la cuantía de los daños o la pérdida 

correspondiente a la reclamación. A tales efectos, la ley establece el uso 

del proceso de valoración o appraisal “para la resolución de conflictos en el 

pago de la cuantía correspondiente a [las] reclamaciones de seguros de 

propiedad”.   

Por su parte, la Sec. 3 del Art. 6 de la Ley establece que la 

interrupción del término para presentar una demanda o reclamación en 

virtud de la precitada ley aplicará “incluso cuando la reclamación sea a 

consecuencia del impacto de los huracanes Irma y/o María del pasado mes 

de septiembre de 2017”. Así pues, surge del propio texto de la ley que se 

podrán presentar reclamos como consecuencia de los daños sufridos por 

el paso de los huracanes Irma y María.  
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De igual forma, el Tribunal Supremo se expresó recientemente 

sobre la retroactividad de la Ley 247 del 27 de noviembre de 2018. Este 

estatuto enmendó el Código de Seguros con el propósito idéntico de 

atender la crisis provocada por las controversias suscitadas entre las 

aseguradoras y los asegurados luego de los huracanes Irma y María. 

Consejo de Titulares del Condominio Balcones de San Juan v. Mapfre 

Praico Insurance Company, 2022 TSPR 15, a la pág. 5. Ello refleja la 

postura asumida por el Tribunal Supremo respecto a la retroactividad de la 

Ley 247, y nos ofrece una guía respecto a la retroactividad de la Ley 242-

2018.  

III 

A la luz de la evaluación del recurso núm. KLAN202200156, 

concluimos que la parte peticionaria no nos persuadió de que el foro 

primario hubiese cometido error alguno que justifique nuestra intervención 

en esta etapa de los procedimientos. En su consecuencia, denegamos la 

expedición del auto de certiorari. 

Ahora bien, en lo que respecta al recurso núm. KLAN202200233, 

resolvemos que procede la expedición del auto discrecional solicitado para 

confirmar el dictamen recurrido. Ello, para aclarar que la Ley Núm. 242-

2018, en efecto, es de aplicación retroactiva y, por tanto, de aplicación a 

los hechos de este caso.   

Cónsono con lo expuesto, la Ley 242-2018 se creó con el fin de 

enmendar el Código de Seguros y establecer un procedimiento de 

valoración o appraisal. A su vez, el mecanismo de appraisal tiene el 

propósito de obtener el pago de la cuantía correspondiente a una 

reclamación. Así, tanto la exposición de motivos como el texto de la ley 

reflejan la clara intención de la Asamblea Legislativa de proteger a quienes 

habían sufrido daños por consecuencia de los desastres naturales 

ocurridos antes de esta ser aprobada; entiéndase los huracanes Irma y 

María. De hecho, fueron precisamente estas catástrofes las que 

provocaron la urgencia de las enmiendas al Código de Seguros.   
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A tenor con la discusión anterior, concluimos que la Ley Núm. 242-

2018 es de carácter retroactivo y, por consiguiente, de aplicación al pleito 

del título.  

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, en lo que respecta al recurso 

núm. KLAN202200156 presentado el 9 de marzo de 2022, se deniega la 

expedición del auto de certiorari.  

Por su parte, se expide el auto de certiorari en el recurso núm. 

KLAN202200233 y se confirma la Sentencia Parcial emitida por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala Superior de Carolina. En su consecuencia, se 

refiere a las partes litigantes al mecanismo de valoración o appraisal 

dispuesto por la Ley Núm. 242-2018. 

El juez Rivera Torres emite voto particular de conformidad en el 

KLAN202200156.  

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 

     Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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VOTO PARTICULAR DE CONFORMIDAD  

EN EL CASO KLAN202200156 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de mayo de 2022. 

 Coincido con la determinación del panel, en cuanto a que en 

el caso KLAN202200156 nos encontramos con la particularidad de 

que MAPFRE, en la Contestación a Demanda, aceptó que emitió un 

ajuste revisado por $825,413.73. 

 

     WALDEMAR RIVERA TORRES 

              Juez de Apelaciones 


